
 

  
 

 
Facatativá 27 de Mayo de 2021 
 
Doctora 
PAOLA ANDREA BEJARANO ERAZO 

Juez Tercera Administrativo del Circuito Judicial de Facatativá 
Ciudad 
E.S.D 
 
Expediente 252693333003-2020-00158-00 
Demandante VÍCTOR HUGO BARBOSA 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional y Otros 
Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho   
 
Respetada Doctora: 
 
HUGO ARMANDO TORRES GARCÍA, mayor de edad, vecino de este Municipio, identificado 

con la cedula de ciudadanía No. 11.445.021 de Facatativá, abogado titulado e inscrito portador 
de la tarjeta profesional No. 144061 del C.S. de la J, obrando en mi condición de apoderado del 
Municipio de Facatativá – Cundinamarca, según poder que en legal forma se me ha conferido el 
cual adjunto y funcionario de la Secretaria de Educación de Facatativá según Decreto No. 138 
de mayo 22 de 2019 y acta de posesión de fecha 4 de Junio de 2019, en forma respetuosa y 
estando dentro del término de fijación en lista, me dirijo a usted con el fin de dar contestación a 
la demanda de la referencia y poner excepciones, lo cual hago en los siguientes términos: 
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo desde ya a la prosperidad de las pretensiones incorporadas en dicho acápite, toda 
vez que las mismas son contrarias y no tiene fundamento ni soporte legal alguno, ya que como 
se demostrara en el transcurso del proceso, el Municipio de Facatativá-Secretaria de Educación, 
no fue el causante de la presunta Mora en el pago de la prestación económica del demandante, 
existiendo para el presente caso Falta de Legitimación en la Causa por pasiva y Exoneración por 
Hecho de un Tercero. 
 

FRENTE A LOS HECHOS 
 

1- ES CIERTO. 

 
2- ES CIERTO. 

 
3- ES CIERTO 

 
4- NO ME CONSTA, toda vez que es la Fiduprevisora S.A., como administrador de los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la encargada de 
realizar el pago reconocido al docente por el operador, que en este caso es la Secretaria 
de Educación de Facatativá. 
 

5- NO ES UN HECHO, es transcripción de la norma. 
 

6- ES UN HECHO, que debe probarse 
 

7- ES CIERTO, Es cierto que el 13 de febrero de 2020, el demandante radico solicitud del 
Reconocimiento y pago de la Sanción Moratoria en el pago de la cesantía. NO ES 
CIERTO, que la misma se haya contestado de manera ficta ya que la entidad que 

represento dio respuesta oportuna a la solicitud de manera tácita el pasado 20 de marzo 
de 2020 y la cual anexo a la presente contestación. 
 

RAZONES DE DEFENSA 
 

Revisada la demanda, se considera que es menester tomar en cuenta la pretensión del 
accionante, no está ajustada a derecho, toda vez que no tiene en cuenta el ordenamiento 
jurídico de manera integral como se expondrá a continuación. 



 

  
 

 
En primer lugar, las prestaciones sociales de los docentes, están a cargo del Fondo 
Nacional de prestaciones sociales del magisterio, como se consagra en sus objetivos: 
 
"Artículo 5º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los 
siguientes objetivos: 
1.- Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado ..." 
 
En cuanto al trámite de reconocimiento tenemos que el artículo 56 de la ley 962 de 2005, 
reglamentada por el Decreto Nacional 2831 de 2005, dispone: 
"racionalización de trámites en materia del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
las prestaciones sociales que pagara el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
serán reconocidas por el citado fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 
por parte de quien administre el fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de 
Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la se encuentra vinculado 
el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará territorial" 
 
El artículo 2, del decreto 2831 del 2005, por su parte, establece respecto de las solicitudes 
de reconocimiento de prestaciones sociales, lo siguiente: 
 
"Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones 
sociales, deberán ser radicadas en la secretaria de educación, o la dependencia o entidad 
que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente 
pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario 
adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, implementará un 
sistema de radicación único, que registre las solicitudes de reconocimiento de 
prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en forma simultánea en la respectiva entidad territorial certificada y en la 
sociedad fiduciaria y que permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado 
de su trámite. 
 
En este orden de ideas, vemos que el Fondo Nacional de Prestaciones sociales es quien 
tiene la función encomendada del pago de las prestaciones, sin embargo se diseñó un 
trámite en el que las secretarias son encomendadas en la expedición del acto, y tramite 
de solicitudes en general, y por otro lado, se encarga a una sociedad fiduciaria la 
administración de los recursos del Fondo, y pagar las prestaciones sociales. 
 
Así pues, se destaca que la entidad fiduciaria para el caso en cuestión es 
FIDUPREVISORA S.A, la cual entonces es quien administra los recursos del Fondo de 
prestaciones sociales. 
 
Cabe señalar, que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. procede con los pagos 
prestacionales, luego de contar con el Acto Administrativo emitido por la secretaria de 
Educación y previo trámite legal para su concesión, que comprende los reportes de todos 
los entes comprometidos dentro del salario del docente; conforme a derecho y a la mayor 
brevedad posible según la disponibilidad de recursos provenientes del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, pues es de tener en cuenta que no se cuenta con los recursos 
suficientes para el pago de todas las cesantías que se encuentran en trámite. 
 
De acuerdo a esto, el pago se realizara cuando exista la disponibilidad presupuestal en 
estricto orden cronológico de aprobación y recepción de las resoluciones, tal y como se 
sostuvo en la circular 01 de 23 de abril de 2002, expedida por el Consejo directivo del 
Fondo atendiendo la sentencia SU014 del 23 de enero de 2001 de la Corte, en la que se 
manifestó: "el pago de la prestación reconocida y liquidada, solo puede efectuarse en 
cuanto exista la correspondiente apropiación presupuestal que permita a la administración 
disponer de los fondos que correspondan." 
 
Así mismo, es importante recordar que los actos administrativos llevan inherente una 
condición suspensiva, que para el caso del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 



 

  
 

Magisterio, es la disponibilidad presupuestal con la que cuente según los recursos 
provenientes de Ministerio de Hacienda y Crédito Público. y esta sujeción, es la que 
precisamente influye el pago tardío que aduce el actor, en cuanto al pago de las 
prestaciones sociales. 
 
En este punto, es pertinente destacar el pronunciamiento de la Corte Constitucional 
sentencia T-293 de 1996, respecto del tema en referencia: 
 
…debe respetarse el orden de las solicitudes de pago y tener en cuenta la disponibilidad 
presupuestal." 
 
El concepto anteriormente expuesto, es reiterado y complementado en las sentencias C-
314de 1998 y (-552 de 1998, cuando al referirse al fin último de respetar el orden de las 
solicitudes se busca: 
 
" ... que el pronunciamiento del juez de amparo no vulnere los derechos de otros 
educadores que, encontrándose en las mismas circunstancias, se someten al turno 
asignado por las entidades competentes siguiendo el orden de llegada de las solicitudes" 
 
A partir de lo anterior, se deduce, que no pueden generarse intereses moratorios y/o 
indexación alguna y contradecir principios constitucionales y jurisprudenciales, cuando la 
suma de dinero que se le reconoció y pagó efectivamente a la demandante, es aquella 
producto del turno de atención correspondiente y de la asignación presupuestal 
legalmente destinada para tal efecto de acuerdo al principio de Igualdad. 
 
En consecuencia, es completamente trascendental sostener que la disponibilidad 
presupuestal para esta Fiduciaria como ente eminentemente administrador de los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es fundamental, ya que a 
partir de ella se efectúan las asignaciones prestacionales de acuerdo al estricto turno de 
radicación. Por lo tanto, no puede endilgarse una negligencia por parte de mi defendida 
debido a que el reconocimiento de las cesantías sigue un procedimiento por sujeción 
expresa a lineamientos legales, turno de atención y disponibilidad presupuestal, que se 
llevó a cabo adecuadamente, y en atención del principio de igualdad. 
 
Por otro lado, es importante señalar que el procedimiento para el trámite de las solicitudes 
de reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, está consagrado en el decreto 2831 de 
2005, que reglamentó el inciso r del artículo 3° y el numeral 6° del artículo 7° de la Ley91 
de 1989y el artículo 56 de la Ley962 de 2005, el cual determina claramente las etapas, 
términos y demás formalidades para el reconocimiento y pago de las prestaciones 
sociales. 
 
En el caso de las cesantías de los docentes afiliados al fondo de prestaciones sociales, 
estas también se incluyen dentro del decreto 2831 de 2005, y por tanto no están cobijadas 
por las demás normas respecto al tema. 
 
Al respecto, el Tribunal administrativo de Antioquia, M.P. Gonzalo Zambrano Velandia, en 
sentencia de 9 de mayo de 2014, del proceso con radicado 2012-168, expreso que: 
 
"De conformidad con el numeral 3° del artículo 15 de la Ley91 de 1989, por medio del cual 
se estableció el régimen de liquidación del auxilio de cesantías de los docentes oficiales, 
se determinó que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es el único 
habilitado para la liquidación y pago del auxilio de cesantías, lo cual excluye a este sector 
del régimen de liquidación de cesantías previstas en normas generales, tales como la Ley 
50 de 1990, la Ley344 de 1996, así como a las citadas Leyes244 de 1995 y 1071 de 2006." 
 
Más adelante, también expresó: 
 
" ...Sea que se esté ante el régimen retroactivo de cesantías aplicable a los docentes 
nacionalizados o ante el régimen de liquidación anual aplicable para los docentes 
nacionales y para los vinculados a partir del 10de enero de 1990, siempre será el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio la entidad encargada de la liquidación y 



 

  
 

pago del auxilio de cesantía, motivo por el cual los docentes afiliados al citado fondo se 
encuentran exceptuados del régimen fijado en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, aplicable 
al sector público en virtud de la Ley 344 de 1996, norma esta que le impone al empleador 
la obligación de liquidar definitivamente dicha prestación al 31 de diciembre de cada 
anualidad, sin perjuicio de la que deba realizarse en fecha anterior por terminación de la 
relación laboral, de reconocer los intereses legales a que haya lugar, y a consignar antes 
del 15 de febrero de cada anualidad, en el fondo que el empleado elija, el valor del auxilio 
de cesantía, siendo que al empleador que incumpla dicho plazo deberá pagar un día de 
salario por cada día de retardo; pues como ya se dijo, conforme se estipula en la Ley91 
de 1989, el citado Fondo no tiene la obligación legal de consignar el auxilio de cesantía 
del docente afiliado a un determinado fondo en un periodo determinado." 
 
Así las cosas, para el caso específico de los docentes, las reclamaciones de cesantía se 
rigen por el procedimiento fijado por la Ley91 de 1989 y el Decreto 2831 de 2005, que 
constituye entonces el procedimiento especial aplicable, de lo que se precisa que "dicho 
procedimiento, en lo que respecta a los términos y formalidades para acceder a la solicitud, 
difiere sustancialmente de lo estipulado por la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 
1071 de 2006, por tanto, no se puede pretender hacer extensiva una sanción establecida 
en una norma general para un procedimiento que se encuentra regulado en una norma 
especial que no la contempla, como sucede con la sanción moratoria por el supuesto no 
pago oportuno del auxilio de cesantías. 
 
Ello se debe a que no es posible extender la aplicación de una sanción, que no está 
prevista en la norma que regula la prestación de cesantías del régimen de los docentes, 
puesto que "en materia sancionatoria, al igual que en el derecho penal, opera el principio 
de interpretación restrictiva de la norma, es decir, que las normas que establecen 
sanciones o que fijan límites a los derechos se deben interpretar a la determinación literal 
de la conducta que se sanciona, quedando proscrita todo tipo de interpretación extensiva, 
analógica o deductiva." 
 
Por todo lo anterior, se concluye que al actor no le asiste derecho a sanción moratoria 
pretendida, siendo que en las disposiciones que regulan el auxilio de cesantías de los 
docentes afiliados al fondo de prestaciones sociales del Magisterio, no se contempla la 
indemnización moratoria por el no pago oportuno, y señalan que el pago está sujeto a la 
condición suspensiva de la disponibilidad presupuestal. 
 
Y en cumplimiento a lo ordenado en la Ley1769 del24 de noviembre del 2014, establece 
en el artículo 89: 
 
"Pago de cesantías del Magisterio. El pago que reconozca el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-FOMAG- por concepto de cesantías parciales o 
definitivas a sus afiliados se deberá realizar dentro de los sesenta (60) días hábiles 
siguientes a la fecha en que quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación 
y pago de la prestación social solicitada, 
 
A partir del día hábil sesenta y uno (61), se deberán reconocer a título de mora en el pago, 
intereses legales a una tasa equivalente a la DTF efectiva anual, causado diariamente por 
la suma no pagada". 
 
Al concepto de violación 

 
Los actos acusados no violan las disposiciones invocadas por el actor, y está estrictamente 
ceñido a las disposiciones en que debería fundarse. Las prestaciones sociales de los 
docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones sociales, se encuentran reguladas 
por una norma de carácter especial, y no es posible incluirle sanciones fuera de su ámbito 
normativo.  
 
Además el pago se encuentra sujeto al turno y la disponibilidad según lleguen las 
solicitudes, como se sustenta en las sentencias C-314 de 1998y C-552de 1998; en el caso 
de configurarse mora que sea a partir del día sesenta y uno (61) reconocer intereses 
legales a una tasa equivalente a la DTF efectiva anual, causado diariamente por la suma 
no pagada. 



 

  
 

 
No existió omisión, ni violación a derecho alguno en lo que expone el demandante, toda 
vez que al docente se le pago sus prestaciones sociales conforme a derecho 
 

EXCEPCIONES DE MERITO 

 
a.) Inexistencia del derecho por errónea interpretación de la norma: Se estructura 

este hecho por cuanto su pretensión se basa en una norma, desconociendo el 
ordenamiento jurídico de manera integral, en el que se encuentra también las normas y 
sentencias en las cuales fundamentamos nuestra posición. 
 
El auxilio de cesantía de la accionante ha sido liquidado con arreglo a la normatividad legal 
y reglamentaria aplicable a los derechos prestacionales de la docente demandante. 
 
De igual manera, para el efecto, se han atendido las pautas jurisprudenciales vigentes al 
momento de la expedición del acto administrativo de reconocimiento. Los derechos 
laborales de la docente, por lo tanto, se encuentran debidamente satisfechos. 
 
El acto administrativo acusado no viola las disposiciones invocadas por la parte actora, 
por el contrario, está estrictamente ceñido a las disposiciones en que debería fundarse. 
 
Es preciso recordar que las prestaciones sociales de los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales se encuentran reguladas por una norma de carácter 
especial, y no es posible incluirle sanciones moratorias que se encuentran previstas por 
fuera de su ámbito normativo'': además el pago de aquellas se encuentra sujeto la 
disponibilidad presupuestal y el turno según el orden de presentación de las 
correspondientes solicitudes, en los términos de las sentencias de constitucionalidad C- 
314 de 1998 y C-552de 1998. 
 
No corresponde, entonces, ordenar el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
pretendida y, por lo tanto, tampoco existe obligación prestacional correlativa a cargo de la 
entidad demandada. 
 
b.) Pago. Mi representada ha cancelado a la demandante todas y cada una de las 

prestaciones periódicas que han sido causadas a su favor teniendo en cuenta la 
disponibilidad presupuestal, y el principio de igualdad. 
 
c.) Cobro de lo no debido. Como quiera que no exista sustento normativo o 
jurisprudencial que justifique la prosperidad de la solicitud incoada por la parte activa, la 
demandada no podría ordenar el pago de la misma, so pena de incurrir en pago de lo no 
debido en los términos del artículo 2313 del Código Civil. 
 
d.) Compensación: Sin que esta excepción implique reconocimiento de derecho alguno, 

solicitamos al Juzgador Contencioso Administrativo, en caso de ser procedente, que 
declare la compensación de las sumas de dinero pagadas por el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio (FNPSM)a la parte demandante por concepto de 
prestaciones sociales. 
 
e.) Excepción genérica o innominada: De acuerdo con lo estipulado en el artículo 282 

del Código general del proceso", aplicable en lo contencioso administrativo de conformidad 
con el artículo 187 de la ley 1437 de C.C.As.,cuando el juez halle probado los hechos 
constituyen una excepción, deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia. 
 
f) Buena fe: Se destaca la sentencia T-475 de 1992, de M.P: Eduardo Cifuentes Muñoz, 

en la que se expresa que: 
 
( ...) La buena fe ha pasado de ser un principio general del derecho para convertirse en un 
postulado constitucional (C.P. arto 83). Este trascendental principio exige de los 
particulares y de las autoridades ceñirse en sus actuaciones a una conducta honesta, leal 
y acorde con el comportamiento que puede esperarse de una persona correcta ("virbonus} 
... La administración y el administrado deben adoptar un comportamiento leal en el 
perfeccionamiento, desarrollo y extinción de las relaciones jurídicas. Este imperativo 



 

  
 

constitucional no sólo se aplica a los contratos administrativos, sino también a aquellas 
actuaciones unilaterales de la administración generadoras de situaciones jurídicas 
subjetivas o concretas para una persona. El ámbito de aplicación de la buena fe no se 
limita al nacimiento de la relación jurídica, sino que despliega sus efectos en el tiempo 
hasta su extinción." 
 
Se observa en el hecho de que mi representada ha actuado con la más absoluta buena fe 
tanto durante la recepción de los aportes de la afiliada, al momento de la consolidación 
del derecho a favor de la demandante y hasta la fecha por cuanto ha procedido teniendo 
en cuenta la aplicación de las normas pertinentes. 
 

PETICIÓN ESPECIAL. 

 
Respetuosamente solicito señor juez, se sirva vincular a la Fiduciaria La Previsora S.A. 
como vocera y administradora del patrimonio autónomo Fondo Nacional De Prestaciones 
Sociales Del Magisterio. 
 

CADUCIDAD 
 
Respecto del término de caducidad de las acciones contenciosas, la jurisprudencia 
constitucional ha sustentado su compatibilidad con el ordenamiento superior, en los 
siguientes términos: 
 
Atendiendo a la necesidad de organizar coherentemente diferentes instituciones 
procesales, el C.P.A.C.A. se encarga de fijar los términos de caducidad de las diferentes 
acciones contenciosas. En cada caso, es la naturaleza propia de los actos o hechos 
alrededor de los cuales versa la controversia jurídica, la que recomienda la fijación de un 
plazo más o menos largo para controvertir la conducta oficial.    
 
(_) en desarrollo de las funciones constitucionalmente asignadas (artículo 150 C. P.), el 
legislador goza de libertad para configurar los procedimientos a través de los cuales se 
protegen los derechos ciudadanos y la integridad del ordenamiento jurídico. Resulta 
pertinente, entonces, que como consecuencia de esta facultad, se puedan fijar límites en 
el tiempo para alegar el reconocimiento de garantías o impugnar la juridicidad de ciertos 
actos.  
 
(_) resulta necesario dotar de firmeza a las determinaciones oficiales estableciendo un 
momento a partir del cual, ya no es posible controvertir algunas actuaciones. De lo 
contrario, el sistema jurídico se vería avocado a un estado de permanente latencia en 
donde la incertidumbre e imprecisión que rodearían el quehacer estatal, entorpecería el 
desarrollo de las funciones públicas. 
 
Además de lo anterior, la Corte Constitucional se ha encargado de precisar que los 
términos de caducidad, establecidos en la ley como límite temporal para el ejercicio de las 
acciones, no pueden interpretarse como una forma de negar el acceso a la justicia, 
precisamente porque la limitación del plazo para impugnar ciertos actos está sustentada 
en el principio de seguridad jurídica y crea una carga proporcionada en cabeza de los 
ciudadanos para que se interesen y participen prontamente en el control de actos que 
vulneran el ordenamiento jurídico. 
 
La caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado 
determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la 
causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien, dentro de 
las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto 
a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado." 
 
En el particular y partiendo de los términos perentorios consagrados C.P.A.C.A frente a 
cada uno de los actos demandados en declaratoria de nulidad, el ejercicio de la presente 
acción de encuentra caducada y por ende salta a la vista la prosperidad de esta excepción 
y los concurrentes efectos al proceso. 
 

EXCEPCIÓN GENÉRICA. 



 

  
 

 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 
excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez en necesario afirmar que lo 
fundamental no es la relación de los hechos que configuran una determinada excepción, 
sino la prueba de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo 
constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 
Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas 
pertinentes, así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas 
de conformidad con el ordenamiento procesal. 
 
FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 
 

“La legitimación en la causa hace referencia a la posibilidad de que la persona formule o 
contradiga las pretensiones de la demanda, por ser el sujeto activo o pasivo con interés 
en la relación jurídica sustancial debatida en el proceso. Como se observa, las personas 
con legitimación en la causa, se encuentran en relación directa con la pretensión, ya sea 
desde la parte activa, como demandante, o desde la parte pasiva, como demandado (…) 
 
“Ahora bien, según se hable de la legitimación del demandante o del demandado, estamos 
en presencia de la falta de legitimación en la causa por activa y por pasiva, 
respectivamente. La legitimación en la causa por pasiva, en el proceso contencioso 
administrativo, necesariamente debe entenderse a la luz del concepto de capacidad para 
ser parte. En otros términos, la falta de legitimación por pasiva sólo 
 
HECHO DE UN TERCERO 

 
El hecho de un tercero como causal de exoneración consiste en la intervención exclusiva 
de un agente jurídicamente ajeno al demandado, en la producción de un daño. Para que 
el hecho de un tercero tenga poder exoneratorio, dicha conducta debe reunir las mismas 
características de imprevisibilidad e irrestibilidad que se requieren para la fuerza mayor y 
el caso fortuito. Asimismo, la intervención del tercero debe ser esencial para la producción 
del perjuicio. 
 
Requisitos y Efectos: 
 
1. El hecho debe ser causado por un tercero. Es decir, el fenómeno debe ser 
producido por cualquier persona que carece de relación de dependencia jurídica con el 
demandado y por la cual éste no tiene obligación de responder. 
 
2. El hecho debe ser irresistible. Es decir, el hecho de un tercero debe poner al 
demandado – a pesar de sus mayores esfuerzos – en imposibilidad de evitar el daño. 
 
3. El hecho debe ser imprevisto. Es decir, debe ser un evento de un carácter tan 
remotamente probable y súbito que ni siquiera una persona diligente hubiera 
razonablemente tomado medidas para precaverlo. 
 
4. Dentro de las concausas que puedan concurrir para la producción del perjuicio, la 
conducta del tercero debe desempeñar un papel exclusivo o esencial. 
 
5. El hecho de un tercero es una modalidad de causa extraña, el cual rompe el 
vínculo de causalidad entre el perjuicio sufrido y la conducta del demandado. Genera, en 
consecuencia, sentencia desestimatoria de cualquier pretensión de declaratoria de 
responsabilidad civil, ya sea contractual o extracontractual. 
 
6. Cuando el hecho de un tercero ha prosperado como excepción de fondo y causal 
de exoneración de responsabilidad civil, el demandante vencido tiene la posibilidad iniciar 
un proceso separado en contra de dicho tercero para solicitar la reparación del perjuicio. 
 
7. Cuando el hecho de un tercero no es la causa esencial para la producción del 
daño, serán solidariamente responsables de tal perjuicio el tercero y el demandado, 
siguiendo la regla establecida por el artículo 2344 del Código Civil. 



 

  
 

 
RESALTAMOS EL TRAMITE DADO A LA PRESTACION POR EL AQUÍ DEMANDANTE 
SEÑOR VICTOR HUGO BARBOSA así: 
 
1- Se radica la solicitud el 18 de Septiembre de 2018 según radicado SAC 2019PQR5926 

y a su vez radicado el 8 de Octubre de 2018 bajo el número 2018-CES-648469 en el 
sistema NURF y enviado el mismo día a la Fiduprevisora SA, para su revisión y 
aprobación. 

 
2- Que la Fiduprevisora SA, la devuelve el día 2 de Noviembre de 2018 en estado 

APROBADA, por valor de $147.123.141. 
 
3- Que en cumplimiento de lo anterior se expidió la Resolución No. 1914 del 23 de 

Noviembre de 2018 “Por la cual se reconoce y ordena el pago de una cesantía parcial 
para compra de vivienda.  

 
4- Que la anterior resolución fue Notificada de manera personal el 26 de Noviembre de 

2018. 
 

PRUEBAS 
 

Solicito a su señoría se tengan como pruebas los siguientes documentos: 
 

 Resolución No. 1914 del 23 de Noviembre de 2018 “Por la cual se reconoce y 
ordena el pago de una cesantía parcial para compra de vivienda  

 Que la Fiduprevisora SA, la devuelve el día 2 de Noviembre de 2018 en estado 
APROBADA, por valor de $147.123.141. Envió Hoja de Revisión. 

 Notificación de manera personal el 26 de Noviembre de 2018, de la Resolución No. 
1914 del 23 de Noviembre de 2018 “Por la cual se reconoce y ordena el pago de 
una cesantía parcial para compra de vivienda  
 

 
Teniendo en cuenta lo anterior se hace necesario poner de relieve en el presente caso, que el 
aquí demandante señor VICTOR HUGO BARBOSA, fue enterado de manera escrita a través de 
las notificaciones personales en varias ocasiones cada uno de los tramites adelantados y la no 
posibilidad de reconocer la prestación por no haber transcurrido los 3 años de periodicidad 
establecidos, es decir que en este caso no se puede alegar falta vulneración de Derecho alguno, 
evidenciándose la intención de devengar provecho de su actuar, vulnerando el principio general 
del Derecho “nemo auditur propiumturpitudinem allegas” que no permite acceder a los 
pedimentos de quien actúa con negligencia o torpeza, no constituye la violación a un derecho 
prestacional.  

 
ANEXOS 

 

 Poder debidamente otorgado 
 

NOTIFICACIONES 

 
Secretaria de Educación de Facatativá Calle 5 No. 11-21 
 
De señor Juez, 
 

 
HUGO ARMANDO TORRES GARCÍA 
CC No. 11445021 DE Facatativá 
T.P 144061 del C.S de la J 

 


